
Running the risk: How corporate
boards can oversee ESG issues
Este informe surge en un contexto en el que cada vez es mayor la importancia de gestionar los
riesgos en materia medioambiental, social y de gobernanza (ESG), y conocer y comprender el
impacto (financiero y material) que tienen en todas las áreas del negocio.

En él, Ceres orienta a los consejos de administración sobre cómo pueden supervisar eficazmente
dichos riesgos. También se incluyen las preguntas que los consejeros deben hacer a la gerencia para
identificar, priorizar y definir los procesos de mitigación de riesgos ESG.

Además, ofrece recomendaciones concretas para aquellos órganos de gobierno que busquen estar
mejor preparados ante los eventuales riesgos de ESG que pudieran surgir en el seno de sus
entidades.

Ceres es una organización sin fines de lucro que trabaja con los inversores y las empresas más
influyentes para construir liderazgo e impulsar soluciones en la economía.

Pulse aquí para ver el documento.

Directrices sobre protección de
datos
En noviembre de 2019, el Supervisor Europeo de Protección de Datos emitió un conjunto de
directrices (Directrices 2/2019) para ayudar a las instituciones y organismos de la Unión Europea en
el cumplimiento de las disposiciones del Reglamento europeo 2018/1725, de 23 de octubre de 2018,
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales
por las instituciones, órganos y organismos de la Unión.

Estas Directrices, que siguen los mismos principios establecidos por el Reglamento General de
Protección de Datos, serán útiles para todas las empresa que necesiten determinar si actúan como
controladores, procesadores o controladores conjuntos de datos en virtud de dicho Reglamento.

Por otra parte, el Consejo Europeo de Protección de Datos publicó para consulta pública otras
Directrices (Directrices 5/2019) sobre los criterios y razones justificables para ejercer el derecho al
olvido, en relación con los casos de motores de búsqueda. La fecha límite para enviar comentarios fue
el 5 de febrero de 2020.
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2020 Global trends in reputation
El documento de Reputation Institute analiza cuáles son las 10 tendencias que los principales
líderes mundiales citan como más importantes para su reputación, y estudia por qué son prioritarias y
qué impacto tienen para las empresas.

Las tendencias se han identificado tras realizar entrevistas a más de 200 líderes (CEOS,
vicepresidentes y directores) en 18 industrias en América del Norte, EMEA, Asia Pacífico y América
Latina.

El 70,2% de ellos dicen que administrar la reputación de su empresa es más importante ahora que
nunca, y que saber cómo los ven los clientes, empleados, accionistas y otros grupos de interés está
ganando cada vez más relevancia.

Pulsa aquí para ver el documento. 

Propuesta de modificación de
recomendaciones del código de
buen gobierno
El próximo 14 de febrero finalizará el plazo para que todos los interesados remitan a la Comisión
Nacional del Mercado de Valores (CNMV) sus comentarios a la propuesta de modificación de
determinadas recomendaciones del Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas (el
“Código”).

La iniciativa surge para adecuar el Código a la nueva legislación que se ha publicado a lo largo de los
cuatro años desde su elaboración. Además, entre otros, tiene los objetivos de: i) reforzar algunos
aspectos en materia de control interno para evitar posibles prácticas irregulares; ii) incorporar un
enfoque más actual en relación con el concepto de sostenibilidad, y iii) actualizar el planteamiento del
anterior Código sobre diversidad de género en los consejos.

A continuación se presentan las principales modificaciones:

Ámbito de aplicación del Código
Se modifica la redacción del Código en cuanto al ámbito de aplicación, para sustituir el concepto de
“mercado secundario de valores” por “mercado regulado” domiciliado en la Unión Europea (no solo
los mercados en España), y así adaptarlo a la nueva terminología empleada en la Ley del Mercado de
Valores tras su adaptación a MiFID III.

Operaciones con partes vinculadas
La actual recomendación 2 del Código recoge que aquella sociedad cotizada que realice operaciones
con su matriz o con otra entidad de su grupo, deberá informar sobre las actividades que desarrollan,
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únicamente si las dos sociedades cotizan en España.

No obstante, dado que el conflicto de interés puede surgir independientemente de que la matriz o las
sociedades del grupo coticen o no, se plantea modificar dicha recomendación para que todas las
sociedades informen públicamente con precisión de las actividades desarrolladas con su matriz o
sociedades del grupo, ya sean cotizadas o no, así como de los mecanismos previstos para resolver los
eventuales conflictos de intereses que pudieran surgir.

Comunicación de información corporativa
Se propone completar la recomendación 4 (relacionada con las relaciones y la comunicación de las
sociedades con sus accionistas, inversores institucionales y asesores de voto), añadiendo que las
entidades deberán contar con una política general de comunicación de información económico-
financiera y corporativa.

De esta forma, se maximiza la difusión y la calidad de la información a disposición del mercado y de
los inversores, así como el correcto cumplimiento de las normas sobre abuso de mercado.

También se sugiere hacer referencia expresa a la implicación de los accionistas inversores
institucionales, para estar en línea con la Directiva europea 2017/828, que recientemente se
transpondrá al ordenamiento jurídico español.

En línea con lo anterior, la CNMV emitió recientemente un comunicado en el que estableció el nuevo
procedimiento de comunicación de información a través de su página web para emisores. El nuevo
procedimiento empezó a funcionar desde el 8 de febrero y supone un cambio relevante en la forma
en que los emisores comunican determinada información al mercado, al sustituir al tradicional medio
de comunicación de información a través de hechos relevantes.

Estado de información no financiera
La Ley 11/2018 introdujo la obligación de que todas las compañías que formulen cuentas anuales y
cumplan ciertos criterios de tamaño formulen un estado de información no financiera que formará
parte del informe de gestión.

Por ello, se propone suprimir de la recomendación 6 la obligación de publicar en la página web el
informe sobre la política de responsabilidad social corporativa, pues dicho estado ya contiene
información relacionada.

Consejo de administración y diversidad
Respecto a las funciones del Consejo, se modifica el principio 6 para incluir que este órgano deberá
procurar que en la formulación de las cuentas anuales, se apliquen correctamente los principios y
criterios de contabilidad.

Completa otra de sus funciones contenida en la recomendación 14, que será aprobar una política
dirigida a favorecer una composición apropiada del Consejo, que, además, fomente que la entidad
cuente con un número significativo de altas ejecutivas.

En línea con lo anterior, dado que el actual Código recomienda que el total de consejeras represente
al menos el 30% del total de miembros del consejo para el 2020, se actualiza la recomendación 15
para recoger que el sexo menos representado suponga, al menos, el 40% del total de miembros del
consejo de administración (sin establecer un límite temporal).

http://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/transposicion-la-directiva-europea-la-implicacion-largo-plazo-los-accionistas/
http://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/transposicion-la-directiva-europea-la-implicacion-largo-plazo-los-accionistas/
https://www.cnmv.es/portal/verDoc.axd?t=%7bf98d9471-9f4a-40a9-8401-2741119a4859%7d
http://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/informacion-no-financiera-diversidad/
http://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/informacion-no-financiera-diversidad/


Consejeros
Se ajusta la recomendación 22 para incluir que las entidades deberán establecer reglas para que los
consejeros informen y, en su caso, dimitan si se dan situaciones que puedan afectar al crédito y
reputación de la sociedad, relacionadas o no con su actuación en la misma, incluyendo casos de
corrupción.

Además, se añade que, cuando el consejo haya sido informado o haya conocido de otro modo alguna
de esas situaciones, deberá examinarlas tan pronto como sea posible y decidir si adoptar o no alguna
medida, sin esperar a que el consejero en cuestión resulte procesado o se dicte contra él auto de
apertura de juicio oral por un delito societario (como actualmente se prevé en dicha recomendación).

Así mismo, se propone modificar la recomendación 24 para añadir que no solo cuando un consejero
dimita, sino también cuando cese en su cargo por acuerdo de la junta general, se deberá dar cuenta
de las razones de dimisión o del cese en el informe anual de gobierno corporativo.

Remuneraciones de consejeros
Se ajustan las recomendaciones 59, 62 y 64 en relación a la remuneración de los consejeros:

Se recomienda que se difiera el pago de los componentes variables el tiempo necesario para que las
sociedades puedan comprobar que se han cumplido de modo efectivo las condiciones de rendimiento
pactadas
Se aclara que la limitación temporal de tres años a la transmisión de acciones, opciones u otros
instrumentos financieros en el marco de un plan retributivo se deberán computar desde el
otorgamiento del mismo
Se precisa que el límite recomendado a los pagos por resolución o extinción del contrato de un
consejero ejecutivo incluye las indemnizaciones, los importes no consolidados por sistemas de ahorro,
las compensaciones por pactos de no competencia, y cualquier otro importe derivado de la resolución
o extinción de la relación contractual.  

Medioambiente, social y gobierno corporativo (ESG)
La importancia creciente de las cuestiones ESG hace que se modifiquen las recomendaciones 53 y 54,
y se elimine la recomendación 55. En concreto, se propone que si las entidades han constituido una
comisión especializada para supervisar las políticas y reglas medioambientales, sociales y de
gobierno corporativo, o bien han atribuido esta función a alguna comisión ya existente, la misma esté
integrada por consejeros externos y al menos dos de ellos sean independientes.

Comisión de auditoría
Se proponen ciertas modificaciones para reforzar la labor de la comisión de auditoría y de sus
miembros. En concreto, se cambia la recomendación 8 para que, en aquellos casos en los que se
haya incluido alguna salvedad en el informe de auditoría, sea el presidente de la comisión de
auditoría quien, acompañado del auditor externo, informe a la junta general de accionistas sobre
tales salvedades.

Además, se propone añadir en la recomendación 39 que los miembros de la comisión de auditoría
deberán tener conocimientos en gestión de riesgos financieros y no financieros.

Asimismo se atribuye a este comité la función de supervisión de los riesgos no financieros y del
proceso de reporte de la información no financiera, modificándose por ello las recomendaciones 41 y
42.
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También en relación a los riesgos no financieros se incluye en la recomendación 45 que se deberá
identificar en la política de control y gestión de riesgos de la entidad aquellos riesgos relacionados
con la corrupción.

Comisión ejecutiva
Por último, se da flexibilidad a la recomendación 37 sobre la composición de la comisión ejecutiva, de
tal forma que se propone que se integre, al menos, por dos consejeros externos, uno de ellos
independiente. 

Se elimina así la referencia a que esta comisión tenga una estructura de participación de las
diferentes categorías de consejeros similar a la del propio consejo de administración.

Guía para Pymes ante los ODS
El documento ha sido elaborado por la Red Española del Pacto Mundial en colaboración con el Consejo
General de Economistas de España y la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa.

En España las pequeñas y medianas empresas (PYMES) suponen más del 95% del tejido empresarial y
generan el 70% del empleo. Pero para seguir manteniendo este liderazgo empresarial es fundamental
que apuesten por el desarrollo sostenible, implementando la responsabilidad social empresarial en
toda su actividad profesional.

Con la presente guía se trata de orientar y acompañar a las PYMES en el proceso de continuar
avanzando en la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas,
ofreciéndoles consejos sobre los pasos a seguir y sugerencias para la acción, así como ejemplos de
buenas prácticas empresariales que pueden servirles de referencia e inspiración. 

El objetivo es concienciar a las PYMES que la adopción de principios de sostenibilidad les puede
reportar acceso a nuevos mercados, ahorro en costes, generación de alianzas con otros actores y
negocio con grandes empresas, más facilidades para contratar con el sector público, mayor
reputación y aumento de la confianza en la marca.

Pulsa aquí para ver el documento

Recomendaciones sobre
regulación, innovación y
financiación
El pasado mes de diciembre se presentó a la Comisión Europea el informe “30 recommendations on
regulation, innovation and finance” elaborado por el ROFIEG, grupo de expertos creado para
identificar obstáculos regulatorios a la innovación financiera.

https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/guia-pymes-ante-los-ods/
https://www.cepyme.es/wp-content/uploads/2019/11/Gu%C3%ADa-para-pymes-ante-los-ODS.pdf
https://www.cepyme.es/wp-content/uploads/2019/11/Gu%C3%ADa-para-pymes-ante-los-ODS.pdf
https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/recomendaciones-regulacion-innovacion-financiacion/
https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/recomendaciones-regulacion-innovacion-financiacion/
https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/recomendaciones-regulacion-innovacion-financiacion/


Este informe constituye el resultado del trabajo encomendado por la Comisión Europea en la
primavera de 2018 al ROFIEG1 ante el nuevo escenario creado por la tecnología financiera, y contiene
recomendaciones que abarcan todos los segmentos del sector financiero: tecnologías novedosas e
inclusión financiera, prevención del lavado de dinero, protección al consumidor o uso ético de datos
personales, entre otros.

Estas recomendaciones deberán ser tenidas en cuenta por las instituciones europeas para el
establecimiento de un marco que regule adecuadamente las nuevas tecnologías en el sector
financiero. Si bien, son solo la primera fase para el logro de este contexto, por lo que el Grupo
recomienda duplicar la ambición y el esfuerzo en este ámbito que tan rápidamente está
evolucionando.

Para ver el documento haz click aquí.

 

1Expert Group on Regulatory Obstacles to Financial Innovation. Grupo de expertos compuesto por
miembros de instituciones financieras o participantes en el mercado financiero y expertos del ámbito
legal, entre otros. Además, en la elaboración de estas 30 recomendaciones participaron también
observadores que representan a EBA, EIOPA, ESMA y el BCE.

El componente humano de la
ciberseguridad
La ciberseguridad está de moda. Los ciberataques están a la orden del día y todas las empresas y
particulares quieren evitar ser la siguiente víctima. La inversión en medidas técnicas se dispara y se
predice la creación de miles de nuevos puestos de trabajo en este sector; sin embargo, más del 90%
de los ciberataques tienen como punto de entrada un error o un descuido humano. Por este motivo es
importante conocer las amenazas existentes y cómo evitar que nos afecten a nosotros o a nuestro
entorno: familia, empresas y público en general.

Ana Gómez, Global
Head of Security Culture
– Corporate Security
BBVA

Para que seamos conscientes de la dimensión del contexto, en 1991 se crea la World Wide Web,
comúnmente conocida como Internet, con menos de un millón de dispositivos conectados. Hoy día se
estima que en el mundo hay 7700 millones de habitantes y 22000 millones de dispositivos
conectados a Internet, lo que corresponde con más de tres dispositivos inteligentes por persona en
media. Si a estas cifras se le suma que cada vez se realizan más tareas de la vida cotidiana en
Internet como gestiones bancarias, compartir información, relaciones sociales, ocio, compras online,
etc., se entiende por qué hay organizaciones criminales que han optado por dar el salto al mundo
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digital: la ciberdelincuencia.

Pero al igual que ocurre con los delincuentes, existen ciberdelincuentes solitarios y bandas criminales
organizadas, por lo que las técnicas empleadas y la motivación de los ataques son muchas y muy
variadas. Los ciberdelincuentes pueden actuar para robar dinero directamente, para sustraer
información sensible que venden en la Dark Web por precios insospechados o para prestar servicios
contratados por terceros, como el espionaje industrial o daño reputacional.

En función de los objetivos y el retorno económico esperado, se emplearán técnicas más o menos
sofisticadas. Los ciberdelincuentes suelen entrar a la fuerza cuando los dispositivos están mal
protegidos técnicamente o sin actualizar, y cuando los sistemas de defensa son sofisticados, los
atacantes optan por combinar técnicas más próximas a la psicología: la ingeniería social.

La ingeniería social es una técnica con la que los ciberdelincuentes intentan conseguir sus objetivos
manipulando a usuarios legítimos, principalmente con información pública que encuentran en
Internet. Así tratan de convertir a los usuarios en la puerta de entrada a los ordenadores personales o
los sistemas empresariales. Incluso, en algunas ocasiones, son los propios usuarios manipulados los
que llevan a cabo las acciones delictivas sin necesidad de que los ciberdelincuentes accedan. Según
una importante empresa del sector, el 93% de las brechas de seguridad en 2018 son iniciadas
mediante ataques de ingeniería social.

De cara a poder reducir estas cifras, los organismos responsables están actualizando las
regulaciones. En ellas se establecen una serie de medidas básicas que las empresas, organizaciones
sin ánimo de lucro e instituciones públicas deben cumplir. Regulaciones como GDPR y PSD2 en
Europa o las comunicaciones del Banco Central de la República Argentina entre otras, no se limitan
solo a medidas organizativas y técnicas, sino que también exigen formación y concienciación de
seguridad de la información y riesgos tecnológicos tanto para empleados como para clientes.

Al igual que en el mundo físico, en el mundo digital también se debe tener una conducta responsable
y segura para evitar ser víctima de los ciberdelincuentes. Existen algunas recomendaciones básicas
que debemos aplicar y fomentar entre compañeros, amigos, familiares y sociedad en general. Pero
también hay otros conceptos que no se pueden olvidar:

Nunca se puede bajar la guardia. Los delincuentes están operativos las 24h del día, todos los días del
año. Tenemos que recordar que el código ético de los ciberdelincuentes no está sujeto a regulaciones,
por lo que sus actuaciones pueden ser internacionales, invasivas y lucrativas.
Los ingresos de la ciberdelincuencia se apoyan en un constante perfeccionamiento y la generación de
nuevas técnicas de ataque, por lo que su inversión en I+D es importante.
Los delincuentes se aprovechan del instinto de las personas de confiar en otras, de ayudar a quien lo
necesita, de no saber decir que no y de su vanidad.
Los ciberataques masivos son igual de probables en dispositivos personales como en profesionales,
sin embargo, una empresa con defensas sólidas es capaz de rechazar gran parte de ellos antes de
que lleguen a los empleados. Las defensas de los dispositivos deben actualizarse para que
reconozcan los ‘malware’ y amenazas más recientes.
Los ciberdelincuentes pueden aparecer por cualquier medio: SMS, correos electrónicos, llamadas de
teléfono, juguetes infantiles, dispositivos inteligentes, etc.
La información pública del usuario puede ser usada por los delincuentes para perjudicar a la persona
tanto en el mundo digital como en el real.

Debido al amplio catálogo de crímenes y cibercrímenes existente, la mejor opción para defendernos
es estar siempre informados y alerta en nuestro entorno, tanto físico como digital, y contactar con las
autoridades competentes del país en caso de detectar indicios de alguno de ellos. Recuerda, incluso
con las mejores medidas técnicas de seguridad instaladas:

¡LA DEFENSA ERES TÚ!
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Nueva ley de protección de datos
Ante la falta de un marco legal en el país sobre cómo deben manejar las entidades privadas y
públicas los datos de los clientes y los ciudadanos, a finales de noviembre del 2019 se aprobó en
Kenia la ley de protección de datos (Data Protection Act, 2019).

La norma, inspirada en los principios recogidos en el Reglamento General de Protección de Datos de
la Unión Europea, tiene el objetivo de establecer los mecanismos legales e institucionales necesarios
para regular la recopilación, el almacenamiento y el procesamiento de datos personales y así
proteger la privacidad de las personas.

A continuación destacamos su principal contenido:

Tratamiento de datos personales
La ley se aplica al procesamiento de datos personales recogidos a través de medios automatizados o
no automatizados por un controlador o procesador de datos que:

Esté establecido o sea residente habitual en Kenia y procese datos mientras está en el país,
O bien, sin cumplir lo anterior, procese datos personales de interesados ubicados en Kenia

Derechos de los interesados

 Se reconocen a los interesados, entre otros, los siguientes derechos:

Ser informados del uso para el que se procesan sus datos personales (derecho de información)
Acceder a los datos personales que tengan de ellos los controladores o procesadores de datos
(derecho de acceso)
Objetar el procesamiento de todo o parte de su información personal, corregir los datos falsos o
engañosos, y eliminarlos (derecho de rectificación y supresión)
Recibir los datos sobre ellos de forma estructurada y en un formato legible por máquina, así como a
traspasarlos de un controlador o procesador a otro (derecho a la portabilidad de datos) 

Deber de notificar
 Antes de recopilar los datos personales, los controladores y procesadores de datos deberán informar
al interesado: i) que se están recopilando sus datos y cuáles son; ii) con qué propósito lo hacen; iii) si
tienen intención de transferirlos a terceros y, en su caso, a quiénes; iv) cuáles son sus derechos; v)
las medidas de seguridad técnicas y organizativas tomadas para garantizar la integridad y
confidencialidad de los datos; entre otros.

Consentimiento expreso

 Para poder recopilar, procesar, almacenar y usar los datos personales será necesario que los
interesados presten su consentimiento de forma expresa, inequívoca, libre, específica e informada,
mediante una declaración o una acción afirmativa clara; pudiendo retirarlo en cualquier momento.

No se podrán procesar datos personales de los niños, a menos que se cuente con el consentimiento
de sus padres o tutores, o el procesamiento se realice de tal manera que proteja y promueva sus
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derechos y los mejores intereses para ellos (por ejemplo, organizaciones que trabajan para la defensa
o protección de los niños). Los controladores y procesadores de datos deberán contar con los
mecanismos apropiados para verificar su edad y el consentimiento para procesar sus datos.

Oficina del Comisionado de Protección de Datos
La norma crea la Oficina del Comisionado de Protección de Datos como organismo responsable de
asegurar la aplicación de la nueva ley. Sus funciones son, entre otras, las siguientes:

Establecer y mantener un registro de controladores y procesadores de datos
Supervisar las operaciones de procesamiento de datos, ya sea de oficio o a solicitud de un interesado,
y verificar si se realizan de conformidad con la ley
Recibir e investigar cualquier queja de cualquier persona respecto a la violación de sus derechos
Promover la cooperación internacional en asuntos relacionados con la protección de datos y
garantizar que el país cumple con sus obligaciones de protección de datos bajo convenios y acuerdos
internacionales
Realizar otras funciones que le sean prescritas por cualquier otra ley o según sea necesario para la
promoción del objeto de esta ley

Registro de controladores y procesadores
Para poder tratar los datos personales, los controladores y procesadores de datos deberán estar
válidamente registrados en la Oficina del Comisionado de Datos.

La ley especifica en su artículo 19 la información que deben incluir en la solicitud de registro,
destacando especialmente el deber de indicar las medidas que tienen para indemnizar a los
interesados en caso de uso ilegal de sus datos.

Notificación y comunicación de incumplimiento
Los controladores y procesadores de datos deben emplear medidas de seguridad adecuadas para
evitar el acceso no autorizado, la divulgación o la pérdida de los datos personales recopilados por
ellos. En caso de incumplimiento, están obligados a informarlo al Comisionado de Datos dentro de las
72 horas siguientes a producirse, y a los interesados ​​afectados, sin demora.

Transferencia internacional de datos
La ley prohíbe la transferencia de datos fuera de Kenia, a menos que existan garantías adecuadas de
protección de datos, o se haya obtenido el consentimiento del interesado.

Protección al denunciante de
infracciones del derecho
comunitario
El pasado 17 de diciembre de 2019 entró en vigor la Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo,
relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión,
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Directiva (UE) 2019/1937, de 23 de octubre de 2019.

Las denuncias y revelaciones públicas sobre infracciones del derecho comunitario permiten detectar,
investigar y enjuiciar de manera efectiva las mismas, mejorando así la transparencia y la rendición de
cuentas. Es por ello que se ha considerado especialmente importante prestar una adecuada y
efectiva protección a los denunciantes (en inglés conocidos como “whistleblowers”) ya que muchos
renuncian a informar por temor a represalias.

Dado que, hasta la fecha, en la Unión Europea (UE) la protección de los denunciantes se encontraba
fragmentada en los diferentes Estado miembros y era desigual en los distintos ámbitos, se decidió
que debían existir y aplicarse unas mínimas normas comunes que se han plasmado en la presente
Directiva.

Infracciones

Se prevé la protección de los denunciantes que informen sobre las infracciones relativas a los
siguientes ámbitos: contratación pública, servicios financieros, prevención del blanqueo de capitales y
financiación del terrorismo, seguridad del transporte, protección ambiental,  seguridad nuclear,
seguridad alimentaria, sanidad animal, salud pública, protección de los consumidores, protección y la
seguridad de los datos y sistemas de información, y las regulaciones tributarias e intereses
financieros de la UE.

Denunciantes

La presente Directiva se aplicará a los denunciantes que trabajen en el sector privado o público y que
hayan conocido la infracción en un contexto laboral, incluyendo si ha sido obtenida en el marco de
una relación laboral ya finalizada o durante un proceso de selección o de negociación precontractual.

Canal de denuncias

Toda empresa del sector público, y las empresas del sector privado con más de 50 empleados, están
obligadas a implementar un procedimiento interno para poder recibir y gestionar las denuncias. Si
bien la Directiva prevé la posibilidad de que, en su transposición, cada Estado miembro decida si
exime de tal obligación a los municipios de menos de 10.000 habitantes o con menos de 50
trabajadores, u otras entidades públicas con menos de 50 trabajadores

La Directiva recoge la obligación de establecer canales de denuncias, tanto internos como externos a
las organizaciones que garanticen la confidencialidad de los denunciantes, debiendo aprobar
procedimientos internos donde se regule el proceso de recepción y tramitación de las denuncias: 

La obligación de enviar un acuse de recibo de la denuncia al denunciante en el plazo máximo de 7
días
Designación de la persona o el órgano que se encargará de tramitar las denuncias
El plazo para dar una respuesta al denunciante, que no podrá ser superior a 3 meses desde el acuse
de recibo
Información clara y fácilmente accesible sobre los procedimientos de denuncias en los canales
externos existentes

Apoyo y protección 

En todo caso, los Estados miembros adoptarán las medidas de apoyo necesarias para prohibir
cualquier forma de represalia contra los denunciantes, tales como: 

Facilitarles información y asesoramiento independientes, accesibles y gratuitos sobre los
procedimientos y recursos disponibles



Asistencia efectiva por parte de las autoridades competentes ante cualquier autoridad implicada en
su protección frente a represalias
Asistencia jurídica en los procesos penales y en los procesos civiles transfronterizos, así como
asistencia jurídica en otros procesos y asesoramiento jurídico o cualquier otro tipo de asistencia
jurídica
Asistencia financiera y medidas de apoyo a los denunciantes, incluido apoyo psicológico, en el marco
de un proceso judicial 

Y en cuanto a las medidas para su protección, los Estados miembros velarán por que las mismas
gocen de su derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial, así como a la presunción de
inocencia y al derecho de defensa, incluido el derecho a ser oídos y el derecho a acceder a su
expediente.

Transposición
Los Estados miembros tendrán hasta el 17 de diciembre de 2021 para transponer la Directiva. No
obstante, las entidades jurídicas del sector privado que tengan de 50 a 249 trabajadores, no estarán
obligadas a establecer canales de denuncia interna hasta el 17 de diciembre de 2023.

Inclusión Financiera del Pequeño
Productor Agropecuario
El  pasado mes de noviembre el  Ministerio de Agricultura y Riego (MINAGRI)  publicó el  Decreto
Supremo N° 008-2019 que reglamenta la Ley N° 308931 para regular el funcionamiento del Fondo
para la Inclusión Financiera del Pequeño Productor Agropecuario (FIFPPA) y normar los términos y
condiciones bajo los cuales se otorga el incentivo dispuesto en la citada Ley.

Este  Fondo  está  destinado  a  beneficiar  a  los  pequeños  productores  agropecuarios  -o  a  las
organizaciones asociativas de las que formen parte-, que sean clientes de Agrobanco y que cumplan
con los requisitos establecidos en el Reglamento.

El incentivo consiste en un monto dinerario que posibilita reducir el costo de financiamiento afrontado
por el beneficiario y así cubrir la diferencia entre la tasa de interés técnica establecida por Agrobanco.
Este incentivo, escalonado según el monto del crédito otorgado, garantiza la sostenibilidad financiera
y la tasa de interés preferencial aplicable al cliente.

Los principales requisitos para acceder al incentivo son:

Que el solicitante del crédito no presente créditos vencidos o en proceso de cobranza judicial o que se
encuentren castigados y  reportados en la  Central  de Riesgo de la  Superintendencia  de Banca,
Seguros y AFP.

Que el solicitante del crédito no presente deuda con el Fondo Agroperú (Fondo creado por el Decreto
de Urgencia Nº 027-2009, Decreto de Urgencia que dicta medidas extraordinarias a favor de la
Actividad Agraria).
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Para obtener el incentivo el cliente deberá presentar una carta de solicitud tras haber obtenido la
aprobación  de  su  crédito  por  Agrobanco.  Agrobanco,  a  su  vez,  verificará  los  requisitos  que
acompañan a la solicitud y así  enviar la documentación pertinente a Corporación Financiera de
Desarrollo S.A. (COFIDE). A continuación, COFIDE evaluará la información a fin de aprobar o rechazar
la solicitud, debiendo informar y transferir al Agrobanco, de ser el caso, el importe monetario del
incentivo.

1  Ley que modifica artículos de la Ley N° 29064, para fortalecer el  Banco Agropecuario – Agrobanco, establece facilidades para el  pago de las
deudas de sus prestatarios, y crea el FIFPPA

Transformación digital y
confianza digital
El gobierno peruano ha dictado los Decretos 006-2020 y 007-2020 en el marco de la Política Nacional
de Competitividad y Productividad1 y ante la necesidad de reducir la brecha digital según lo
aconsejado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

Teniendo en cuenta además, que Perú pretende formar parte de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos (OCDE), que reconoce que las tecnologías digitales podrían contribuir a
cada uno de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), el ejecutivo ha aprobado los siguientes
Decretos:

I. Sistema Nacional de Transformación Digital. Decreto
006-2020
La norma define “Transformación Digital” como el proceso continuo, disruptivo, estratégico y de
cambio cultural que se sustenta en el uso intensivo de las tecnologías digitales, sistematización y
análisis de datos para generar efectos económicos, sociales y de valor para las personas.

Ante este concepto, se establece el Sistema Nacional de Transformación Digital, sistema funcional del
Poder Ejecutivo conformado por un conjunto de principios, normas, procedimientos e instrumentos
mediante los cuales se organizan las actividades de la administración pública y promueve las
actividades del sector privado orientadas a alcanzar los objetivos del país en materia de
transformación digital.

Tal y como establece la norma, los cuatro fines perseguidos por este Sistema son:

Fomentar la transformación digital y el uso efectivo de tecnologías digitales.
Impulsar la innovación digital y el fortalecimiento de una sociedad digital inclusiva, esto es,
ciudadanía con derechos y deberes digitales.
Promover la economía digital, competitividad, productividad e inclusión financiera.
Fortalecer el acceso e inclusión a las nuevas tecnologías digitales y la confianza digital a través de
seguridad, transparencia, protección de datos personales y gestión ética.

Asimismo se indica que las entidades del sector privado considerarán en sus acciones los objetivos de
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la Política y Estrategia Nacional de Transformación Digital -pendientes de publicación- y que se
encuentran orientadas a fortalecer la confianza digital en el diseño e implementación de servicios
digitales.

II. Marco de Confianza Digital y medidas para su
fortalecimiento. Decreto 007-2020
Esta norma tiene establece las medidas necesarias para garantizar la confianza de las personas en su
interacción con los servicios digitales prestados por entidades públicas y organizaciones del sector
privado en el Perú.

A estos efectos, define la “Confianza Digital” como el estado que emerge resultado de cuán veraces,
predecibles, éticas, transparentes, seguras, inclusivas y confiables son las interacciones digitales que
se generan entre personas, empresas, entidades públicas o cosas en el entorno digital.

Atendiendo a esta Confianza Digital, se crea el Marco de Confianza Digital compuesto por tres
ámbitos: Protección del consumidor, transparencia y Seguridad digital; y que la norma define como el
conjunto de principios, políticas, procesos, personas, empresas, entidades públicas, tecnologías y
estándares mínimos que permiten asegurar y mantener la confianza en el entorno digital.

La norma reconoce como medidas de fortalecimiento las siguientes:

Creación del Centro Nacional de Seguridad Digital.- Plataforma digital que gestiona, dirige y supervisa
la operación y promoción de la Seguridad Digital (SD) y que es el responsable de identificar, detectar,
proteger y recuperar información sobre incidentes de SD.
Registro Nacional de Incidentes de SD.- Recibe, consolida y mantiene datos e información sobre los
incidentes de SD reportados por los Proveedores de servicios digitales en el que puedan servir de
evidencia o insumo para su análisis, investigación y solución.
Definición y delimitación de “Proveedor de Servicios Generales”.- Comprende a cualquier entidad
pública u organización del sector privado, independientemente de su localización geográfica, que sea
responsable por el diseño, prestación y/o acceso a servicios digitales en Perú. Entre las obligaciones
establecidas están las de notificar al CNSD todo incidente de SD; implementar medidas de seguridad
(física, legal, técnica) para garantizar la confidencialidad de la información en los servicios brindados;
o reportar y colaborar con el Ministerio de Justicia, entre otros.
Creación del Centro Nacional de Datos.- Plataforma digital que gestiona, dirige y supervisa la
operación, educación, promoción, colaboración y cooperación de datos a fin de fortalecer la confianza
y bienestar de las personas. De hecho, la norma reconoce a los Datos como activos estratégicos,
debiendo todas las entidades públicas y privadas administrarlos garantizando que estos sean tratados
por durante el tiempo que sea necesario y cuando sea apropiado.

Estas normas suponen los primeros pasos del Gobierno para impulsar la transformación digital, si bien
todavía queda mucho por hacer para determinar el contenido y el alcance de los reglamentos y
políticas que se generen a partir de las citadas normas.

 

1 Fue aprobada en diciembre de 2018 y presenta un conjunto de medidas consensuadas entre el
sector público y privado encaminadas a establecer un entorno favorable y competitivo sobre la base
de un crecimiento económico sostenible



Programa de cumplimiento
normativo en materia de
protección al consumidor y
publicidad comercial
Programas de cumplimiento normativo

El presente decreto tiene por objeto promover y regular la implementación voluntaria de programas
de cumplimiento normativo en materia de protección al consumidor y publicidad comercial. Recoge
además las circunstancias atenuantes especiales para la graduación de las sanciones administrativas,
estableciendo que como mínimo deberá contener los elementos recogidos en el Código de Protección
y Defensa del Consumidor de Perú.

Asimismo, dispone las siguientes medidas:

Involucramiento y respaldo de parte de los principales directivos del proveedor a los programas de
cumplimiento normativo
Existencia de una política y unos procedimientos destinados al cumplimiento de las estipulaciones
contenidas en la normativa
Existencia de mecanismos internos para el entrenamiento y educación de su personal para el
cumplimiento de la normativa
Mecanismos para el monitoreo, la auditoría y para el reporte de eventuales incumplimientos
Mecanismos para disciplinar internamente los eventuales incumplimientos a la normativa 
Incumplimientos aislados y no obedecen a una conducta reiterada
Publicidad comercial

La norma extiende su aplicación a la normativa de publicidad comercial, con el objetivo de evitar la
competencia desleal; así, la existencia de este programa también servirá como circunstancia
atenuante para la graduación de la sanción derivada de las eventuales infracciones a la Ley de
Represión de la Competencia Desleal.

Indecopi

Finalmente, se dispone que el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de
la Propiedad (Indecopi) resguardará la información de los programas de cumplimiento que los
proveedores le comuniquen voluntariamente, debiendo proteger la información que conforme a la
normativa vigente califique como confidencial o dato personal «protegible».

También podrá suscribir convenios con organizaciones empresariales con la finalidad de brindar
apoyo técnico en la implementación de programas de cumplimiento en sectores o actividades que
impacten favorablemente en los consumidores o en los que se advierta la existencia de
incumplimientos significativos.
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Sistemas de videovigilancia en
materia de tratamiento de datos
personales
En mérito a lo dispuesto en la Ley N° 29733, Ley de Protección de Datos Personales, la imagen y voz
de una persona constituyen en datos personales, en tanto se trata de información que la identifican o
permiten identificarla ante los demás.

En esa línea, y dado el aumento en las instalaciones de sistemas de videovigilancia con fines de
seguridad y control laboral, la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales estimó necesario
contar con una Directiva que establezca las disposiciones para que el tratamiento de los datos
personales que se efectúe a través de dichas cámaras u otros dispositivos similares se realice acorde
con lo establecido en la normativa de protección de datos personales.

Sistemas de videovigilancia
Así se emite la presente Directiva con la finalidad de establecer las disposiciones para el tratamiento
de datos personales captados a través de sistemas de videovigilancia, siendo de aplicación a toda
persona natural, jurídica o entidad pública que realicen el tratamiento por dichos medios.

Las disposiciones más relevantes son las siguientes:

Cada acceso a una zona videovigilada debe tener un cartel o anuncio visible de color que contraste
con el fondo de la pared y con la información mínima establecida en la Directiva.
Relacionado al cartel, se deberá contar con un informativo adicional del sistema de videovigilancia, el
cual debe estar disponible al público, ya sea a través de medios informáticos, digitalizados o
impresos.
Las imágenes y voces grabadas se almacenarán por un plazo de entre 30 y 60 días, salvo excepción
en normas sectoriales.
En espacios públicos de uso privado, tales como establecimientos comerciales, restaurantes, lugares
de ocio, entre otros, se deberá cumplir con el principio de proporcionalidad; por ejemplo, está
prohibido instalar cámaras en baños y vestuarios, en los lugares de ocio no se pueden grabar
conversaciones ni utilizar las imágenes con fines comerciales o promocionales, salvo consentimiento
de los titulares de los datos.
Para el caso de entidades financieras se establecen los siguientes lineamientos: (i) el sistema de
videovigilancia es únicamente para fines de seguridad; (ii) las imágenes que registren la comisión de
un delito o falta deberán ser trasladas a la Policía Nacional del Perú o Ministerio Público; (iii) si la
entidad se encarga del tratamiento de los datos deberá contar con un responsable especializado en
sistemas de seguridad videovigilancia; (iv) cámaras instaladas al ingreso de las oficinas, no deben
captar imágenes del resto de la acera o calle, solo se debe limitar al acceso vigilado.
En el caso de videovigilancia en el entorno laboral, las imágenes captadas no pueden ser utilizadas
para fines comerciales o promocionales. Así también, está prohibido este sistema en lugares
destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores, entre otros.

Entrada en vigor 
El cumplimiento de las presentes disposición será obligatorio, según corresponda, a partir  del 17 de
marzo de 2020, esto es, un plazo de 60 días desde su publicación para que los sujetos obligados
puedan adecuar sus instalaciones y procesos a las disposiciones contenidas.
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Implementación de la quinta
Directiva europea sobre lavado
de dinero
El Parlamento (Bundestag) y el Consejo (Bundesrat) alemanes aprobaron en noviembre de 2019 la
presente ley para cumplir con la implementación nacional de la Directiva europea 2018/843, de 30 de
mayo de 2018, (5ª Directiva) sobre lavado de dinero y el financiamiento del terrorismo, que
comentamos en Progreso 15.

La ley entró en vigor el 1 de enero de 2020 y se enmarca dentro de las políticas que está llevando a
cabo el gobierno federal en su objetivo de proteger del crimen a los ciudadanos y a la economía.

Los principales cambios respecto a la normativa anterior son los siguientes:

Nuevos sujetos obligados
Se amplía el grupo de sujetos obligados a los siguientes:

Proveedores de servicios financieros con monedas virtuales
(como bitcoins), considerándolas instrumentos financieros. Las compañías que realizan actividades de
custodia criptográfica se entienden como instituciones que prestan servicios financieros y, por tanto,
estarán bajo el control de la Autoridad Federal de Supervisión Financiera.

Abogados: deberán identificar a sus clientes si realizan las actividades tasadas en la ley, y
cuando asesoren sobre fusiones y adquisiciones o impuestos.

Marchantes de arte y propietarios de almacenes de arte en
áreas libres de impuestos: solo estarán obligados a implementar una gestión de
riesgos efectiva y a llevar a cabo procesos generales de debida diligencia para transacciones de
10.000 euros o más, independientemente de si el pago se realiza o no en efectivo.

Subastas públicas: los tribunales, las autoridades, así como las corporaciones e
instituciones de derecho público estarán obligadas a cumplir con las obligaciones de identificación y
presentación de informes en el marco de subastas públicas para pagos en efectivo de 10.000 euros o
más por artículo subastado,  y a cooperar con la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF).

Agentes inmobiliarios: no solo serán personas obligadas en las operaciones de
compraventa sino también en relación a contratos de alquiler y arrendamiento. Sin embargo, si bien
la implementación de una gestión de riesgos efectiva y el cumplimiento del deber general de cuidado
es obligatoria para las compraventas, en el segundo caso solo serán necesarios cuando se trate de un
alquiler mensual o arrendamiento de 10.000 euros o más.

Due diligence de riesgos
El principio de «conoce a su cliente» (Know Your Client) ha adquirido una nueva dimensión con la
norma, orientándose a la detección de los riesgos de lavado de dinero. Así, se contempla la obligación
de debida diligencia reforzada para las operaciones de mayor riesgo:
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Transacciones de mediación con personas políticamente expuestas (PeP)
Transacciones con terceros países de alto riesgo
Discrepancias con los beneficiarios reales

Registro de transparencia
Con la nueva ley, el registro de transparencia creado en 2017 será accesible al público en general,
eliminándose la necesidad de invocar interés legítimo.

Para mejorar la calidad de los datos del registro, las personas obligadas deberán informar
inmediatamente a las autoridades sobre cualquier discrepancia encontrada entre los datos contenidos
en el mismo y su propia información sobre los beneficiarios reales.

Unidad de Inteligencia Financiera 
Se amplían los poderes de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF), ya que para cumplir con sus
funciones, además del acceso automático a los datos personales almacenados en el sistema de
información policial , también podrá hacerlo a la información y a los delitos penales almacenados en
el Registro de Procedimientos de la Fiscalía Central. Así mismo, tendrá acceso completo y
automatizado a los datos del registro de transparencia.

La norma también exige que las personas obligadas se registren electrónicamente en la UIF, con el
objetivo de crear una base de datos de todas ellas y reducir las barreras para presentar un informe de
actividad sospechosa a este organismo.

Puede acceder a la ley haciendo click aquí.

Protección a los consumidores en
California
El pasado 1 de enero de 2020 entró en vigor el proyecto de la Ley de Protección al Consumidor de
California (California Consumer Privacy Act, CCPA).

El objetivo de la norma es proteger la información personal que obtienen las empresas de los
consumidores en ese Estado, y es aplicable a aquellas que cumplan uno o más de los siguientes
umbrales:

Tener unos ingresos brutos anuales superiores a 25 millones de dólares
Comprar, recibir o vender, con fines comerciales, la información personal de 50.000 o más
consumidores, hogares o dispositivos (smartphones, tablets, etc.)
Que el 50% o más de sus ingresos anuales provengan de la venta de información personal de los
consumidores

Derechos de los consumidores

 La ley reconoce a los consumidores los siguientes derechos:

Derecho a saber qué información personal se recoge, de qué fuentes se ha obtenido,  con
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qué finalidad se utiliza, si se comparte o vende a terceros y, en su caso, a quién; para ello deberán
realizar una solicitud formal a las compañías.

Derecho a negarse a la venta de sus datos a terceros en cualquier momento

Derecho a solicitar la eliminación de la información personal que las
empresas posean y hayan obtenido directamente de ellos

Derecho a la no discriminación en caso de ejercicio de sus derechos

Obligaciones de las empresas
Los nuevos derechos de los consumidores conllevan, en consecuencia, nuevas obligaciones para las
compañías:

Informarles, antes o durante la recolección de los datos, de las categorías de información que se
recogen y con qué propósito, no pudiendo recoger categorías de datos personales que no hayan sido
previamente notificadas y consentidas por ellos.
Al recibir una solicitud formal, divulgar y entregar gratuitamente la información personal requerida,
ya sea por correo, o bien electrónicamente en un dispositivo portátil y en un formato fácilmente
utilizable que permita al consumidor transmitir los datos a otra entidad sin obstáculos. No obstante,
no deberán responder si reciben más de dos solicitudes en 12 meses del mismo consumidor.
Informarles sobre: i) su derecho a solicitar la supresión de sus datos, y eliminarlos inmediatamente de
sus registros, en caso de recibir una solicitud formal; ii) la información que está vendiendo o ha
vendido, y a quién, y iii) el derecho de los consumidores a negarse a su venta, a través de un link en
su página web titulado “No vender mi información personal”.
No podrán vender los datos personales de los consumidores menores de 16 años, salvo que aquellos
entre 13 y 16 años, o los menores de 13 años con autorización de sus padres o tutores, lo permitan
expresamente.
No discriminarles por haber ejercido alguno de sus derechos: negarles productos o servicios,
cobrarles distintos precios o tasas, etc.

Para cumplir con las obligaciones anteriores, las empresas deberán poner a disposición de los
consumidores dos o más métodos gratuitos para solicitar información, y tendrán un máximo de 45
días para dar respuesta.

Además, deberán incluir en su “Política de Privacidad” publicada en la web las categorías de
información personal que han vendido o revelado en los últimos 12 meses, y mantener esta
actualizada todos los años.

¿Qué están haciendo en otros Estados?
Con la aprobación de esta ley, otros Estados americanos han comenzado a considerar modificaciones
en su legislación para una mayor protección de los datos personales de los consumidores. Por
ejemplo Mississippi, que propuso una réplica de la misma pero fue rechazada a principios de año;
Hawaii, Maryland y Massachusetts, que han propuesto leyes sobre privacidad de datos, o el Estado de
Nueva York con la publicación de la “Shield Act”, que amplía las obligaciones de notificación en caso
de violación de datos y, por primera vez, impone obligaciones en materia de seguridad.
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Lineamientos para gestionar
riesgos tecnológicos y
ciberseguridad
El pasado 28 de noviembre la Autoridad Bancaria Europea (EBA, por sus siglas en inglés) publicó los
“Guidelines on ICT and security risk management”, que constituyen la primera regulación armonizada
en Europa dedicada a la gestión de los riesgos tecnológicos y de ciberseguridad para todo tipo de
instituciones financieras.

El documento establece los principios que deben regir en las entidades de crédito, empresas de
inversión y proveedores de servicios de pago, para la adecuada gestión y mitigación de los riesgos
vinculados a las Tecnologías de la Información y Comunicaciones (ICT, por sus siglas en inglés) a los
que las entidades están expuestas en su día a día.

Uno de los propósitos principales que persiguen estas directrices es aportar a las instituciones
financieras un mejor entendimiento de las expectativas de los supervisores en relación con la gestión
de ICT y riesgos de ciberseguridad.

Además, este marco de requerimientos aspira a garantizar una aproximación consistente y robusta
en el mercado, integrando no solo a los jugadores tradicionales, sino también a las Fintech, tanto
desde el punto de vista operativo y de control, como desde el punto de vista regulatorio.

En un momento en el que múltiples nuevos “jugadores” tecnológicos -más innovadores y más ágiles-
han venido irrumpiendo en diferente parcelas del negocio financiero, parecía imprescindible avanzar
hacia una homogeneización del “campo de juego”, considerando tanto la perspectiva de
requerimientos regulatorios como la de gestión de riesgos. Así mismo, supone un acicate para que las
instituciones tradicionales impulsen con mayor intensidad la innovación tecnológica y la sencillez de
sus procesos.

Como es conocido, las guías emitidas por la EBA no son en sí mismas normas que deban ser
adoptadas por parte de reguladores, supervisores o instituciones pero, de facto, son asumidas como
propias por parte de todos aquellos, máxime después de los periodos de consultas mantenidos
previos a su publicación. Por ello, se espera que sean tenidas en cuenta y que se incorporen en la
gestión y gobernanza de las entidades.

Los aspectos clave contenidos en las guías son:

Destacan la necesidad de dotarse de un modelo robusto de gobernanza y de una sólida estructura de
control interno para la gestión de los riesgos de ICT compatible con el modelo de 3 líneas de defensa.
Señalan la necesidad de un mantenimiento continuo y actualizado de un inventario de funciones de
negocio, procesos de soporte y activos de información, adecuadamente clasificados atendiendo a su
criticidad.
Desarrollan requerimientos en materia de seguridad de la información, estableciendo la necesidad de
desarrollar una política específica al respecto.
Incorporan principios de alto nivel para la gestión de las operaciones de ICT incluyendo
requerimientos de mejora continuada de la eficiencia.
Enfatizan la necesidad de desarrollar y testear que los Planes de Continuidad de Negocio y de
recuperación sean adecuados e integrales, destacando la importancia de que en los mismos se
integren los planes específicos relativos a ICT y que, por tanto, estos no se gestionen de forma
independiente.
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Establecen requerimientos específicos para los proveedores de servicios de pago en cuanto a la
relación con sus usuarios.

Es relevante destacar dos aspectos importantes que se han incorporado en el espíritu global de estas
directrices:

La proporcionalidad en la aplicación de las guías en base a la realidad de cada institución (dimensión,
complejidad, organización interna, etc.)
La importancia de los principios generales que deben ser seguidos, dejando a decisión de las
entidades la forma en que dichos principios se aplican a partir de análisis de riesgos propios. Un
ejemplo que deja claro este espíritu es el relativo a la gobernanza y la gestión de proyectos
tecnológicos.

En nuestro sector, para que la actividad siga siendo sostenible, son imprescindibles mejoras
continuadas de la eficiencia, lo que implica, en gran medida, la necesidad de una permanente
innovación y transformación tecnológica que, a su vez, entrañan nuevos riesgos que deben ser
abordados.

Como venimos observando de manera creciente, nuestro sector no es inmune a estos riesgos. Por
tanto, es imprescindible destacar la importancia de que nuestras instituciones desarrollen planes de
mitigación robustos que garanticen una adecuada protección y respuesta ante los riesgos
tecnológicos y las amenazas crecientes, tanto en su complejidad como en su impacto. Los riesgos
vinculados con la ciberseguridad son quizás uno de los ejemplos más visibles, conocidos y relevantes
en materia de riesgos tecnológicos.

Estas directrices deben de servir de estímulo adicional para que todos avancemos con paso firme en
la adecuada gestión operativa y de los riesgos de aspectos tan relevantes vinculados con la
tecnología.

Desde luego, nuestra fortaleza en la gestión de los riesgos tecnológicos proporcionará a nuestros
clientes tranquilidad en la gestión de sus operaciones y de sus posiciones y reforzará su confianza en
la relación con las entidades.

Aquí puedes escuchar al autor explicando cómo impactan estas directrices en los emprendedores de
la Fundación:

Paquete de Servicios Financieros
Gratuitos
El pasado 27 de diciembre se sancionó la Ley 2009 de 2019 por medio de la cual se incluyen sin coste
adicional un paquete de productos y o servicios financieros por el pago de la cuota de manejo de las
tarjetas de débito y crédito.

De esta manera, las entidades autorizadas para captar recursos del público que cobren cuotas de
manejo por las cuentas de ahorros, las tarjetas débito y crédito, deberán garantizar mensualmente a
sus usuarios el acceso a un paquete mínimo de productos y/o servicios sin costo adicional, al
considerarse inherentes al producto o servicio contratado.
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De acuerdo con la ley, los usuarios bancarizados podrán acceder a dicho paquete mínimo sin costo
adicional, el cual estará compuesto como mínimo por 3 de los siguientes servicios al mes:

Para Cuenta de Ahorros: Talonario o libreta; Consignación Nacional; Retiro Ventanilla;
Copia Extracto en Papel; Certificación Bancaria; Expedición Cheque de Gerencia

Para Tarjeta Débito: Retiros red propia; Consultas en red propia; Certificación Bancaria;
Consignación Nacional a través de oficinas o de cajeros automáticos de la red propia; Copia del
Extracto en papel y por internet.

Estos tres servicios mínimos a los que tiene derecho cada usuario serán definidos por cada Entidad
que los presta, estando obligada a informarlos de manera clara y oportuna a través de los canales de
comunicación.

De igual manera, otro de los aspectos importantes que contiene el texto, es que no procederá en
ningún caso el cobro de comisión por las operaciones fallidas que realicen los usuarios en los cajeros
automáticos de las entidades.

 

Productividad y competitividad
empresarial
 

El pasado mes de noviembre el Gobierno Colombiano expidió el Decreto 2052 por el que se creaba el
Programa Colombia Productiva como consecuencia del ya aprobado Plan Nacional de Desarrollo
(PND), con el finalidad de brindar a las micro, pequeñas, medianas y grandes empresas colombianas
una oferta servicios financieros y no financieros de carácter integral y estructurado.

El Programa Colombia Productiva, tiene por objeto la promoción de la productividad y competitividad
a través del fortalecimiento de la cadena de valor sostenible, estrategias público – privadas que
permitan el aprovechamiento de ventajas competitivas para afrontar el reto del mercado global, y la
creación de un Patrimonio Autónomo denominado “Innpulsa” que apoyará y promoverá el
emprendimiento y la innovación como ejes del desarrollo empresarial.

Este programa será administrado directamente por el Banco de Comercio Exterior de Colombia
(Bancoldex), sus filiales o por la entidad que defina el Ministerio de Comercio Colombiano.

Tecnologías financieras y
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transformación digital
Teniendo en cuenta el contexto actual y la revolución tecnológica en que vivimos, el Congreso y
Gobierno de Colombia han implementado distintas medidas para regular las últimas innovaciones en
tecnología financiera y reducir la brecha digital.

En este sentido cabe destacar en primer lugar, el Proyecto de Ley 063 de 2019, que tiene como fin la
promoción del uso de las Sociedades Especializadas en Depósitos y Pagos Electrónicos (SEDPEs),
entendidas como nuevas tecnologías financieras, mejorando y ampliando de esta manera la provisión
de microcréditos a sectores productivos. Es decir, las SEDPEs otorgarán créditos a través de
plataformas digitales fomentando la inclusión financiera por un lado y reduciendo las brechas de
desigualdad regional, ampliando la oferta en los servicios de financiación.

Por otro lado, la Superintendencia Financiera de Colombia (SFC) ha emitido la Circular Externa 029 de
2019, que contiene instrucciones precisas para las entidades vigiladas relacionadas con
requerimientos mínimos de seguridad y calidad en la realización de operaciones, información al
consumidor financiero y uso de factores biométricos.

Estas nuevas instrucciones implican el fortalecimiento del uso de canales digitales para la prestación
de servicios financieros en condiciones de seguridad y con apego a estándares internacionales en la
materia.

Los aspectos regulados por la Circular son los siguientes:

Gran abanico de posibilidades existentes para mejorar la prestación de servicios financieros ofrecidos
por las entidades vigiladas a los consumidores y optimizar sus procesos: realidad aumentada, internet
de las cosas, blockchain, inteligencia artificial, machine learning, big data, robots, entre otras.
Requerimientos mínimos para la implementación y uso de biometría como factor de autenticación
electrónica.
El deber de las entidades de establecer los parámetros a partir de los cuales se requerirán
mecanismos fuertes de autenticación para las transacciones realizadas mediante la utilización de los
medios de pago (tarjetas débito) con o sin contacto.
La posibilidad que tienen las Entidades para que la información actualizada de los productos, canales,
puntos de atención, servicios y tarifas, sea puesta a disposición de terceros desarrolladores de API
(Application Programming Interface).

Por último, el Gobierno ha elaborado la Política Nacional para la transformación digital e inteligencia
artificial para potenciar la generación de valor social y económico en el país a través del uso
estratégico de tecnologías digitales en el sector público y el sector privado, impulsando la
productividad y favoreciendo el bienestar de los ciudadanos.

Esta Política aborda los retos específicos de la transformación digital, así como de la conectividad, y
permite reducir la brecha digital entre zonas rurales y zonas urbanas.

Entre los aspectos más destacados de la Política, los cuales han sido denominados por el Gobierno
como planes de acción, se encuentran los siguientes:

Disminución de barreras relacionadas con la falta de cultura y el desconocimiento ante la
transformación digital en el sector privado.
Desarrollo y ajustes normativos e institucionales para favorecer la adopción de la transformación
digital en componentes clave de la productividad empresarial.
Ejecución de iniciativas de alto impacto apoyadas en la transformación digital.
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Esta política contribuirá a la generación de las redes de conectividad rural que hasta ahora
constituyen un barrera para el acercamiento de los servicios financieros al sector rural del país.

Prevención y sanción de la
corrupción
El Congreso colombiano está debatiendo el Proyecto de Ley 05 de 2019 para luchar contra la
corrupción. La norma contiene reformas dirigidas a prevenir y sancionar los actos corruptos y a
aumentar la transparencia tanto en el sector público como en el privado.

Medidas relativas a la contratación
El Proyecto establece medidas administrativas asociadas a las inhabilidades para contratar, a la
contratación directa y a la bancarización de ciertas operaciones que involucran recursos públicos. En
este sentido, exige para todos los contratos estatales la inclusión de previsiones respecto de la
realización de todas las operaciones en dinero que se lleven a cabo con subcontratistas y terceros.

Delito de Omisión de Control 

Otro de los aspectos más importantes es la ampliación y descripción del delito de Omisión de Control
tipificado en el Código Penal colombiano. En este sentido, se establece una pena privativa de libertad
y multa para aquellos que, con el fin de ocultar o encubrir el origen ilícito de dinero, transferencias,
inversiones para la comisión de actividades delictivas, etc., omitan el cumplimiento de alguno de los
mecanismos de control establecidos por las normas.

En concreto, el Código Penal cita entre estas personas a: miembros de juntas directivas,
representantes legales, administradores o empleados de instituciones financieras, oficiales de
cumplimiento así como jefes de control interno o empleados de entidades que estén obligadas a
implementar sistemas de administración de riesgos de lavado de activos y financiación del terrorismo
(SARLAFT) o a reportar operaciones sospechosas a la Unidad de Información de Análisis Financiero
(UIAF).

Instrucciones sobre la gestión del
riesgo operacional
La Superintendencia Financiera de Colombia (SFC) ha presentado un Proyecto de Circular con el fin de
actualizar e incorporar las instrucciones relacionadas con la gestión de riesgo operacional que deben
realizar las entidades financieras, y así adecuarse a los estándares y mejores prácticas
internacionales.
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Principales modificaciones
Entre los aspectos más importantes que contiene el Proyecto de Circular se encuentran los siguientes:

Modificación del margen de solvencia de los establecimientos de crédito, para incorporar
instrucciones relacionadas con el valor de la exposición por riesgo operacional
Cambios en el formato 239 “Reporte de información margen de solvencia” que realizan las entidades
vigiladas
Nuevo marco de gestión de riesgos de conglomerados financieros adecuado respecto al riesgo
reputacional

Margen de solvencia y requerimientos de patrimonio
Una vez expedida la normativa correspondiente, la entidad financiera que demuestre su capacidad de
cumplir con las disposiciones relacionadas con el margen de solvencia y otros requerimientos de
patrimonio podrá aplicar el nuevo marco normativo a partir del 30 de marzo de 2020, previa
autorización y compromiso de su respectiva Junta Directiva.

Panorama Social de América
Latina 2019
Un año más, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) ha publicado el informe
“Panorama Social de América Latina”1. El estudio, que se elabora desde principios de los años 90,
ofrece un amplio análisis sobre los aspectos sociales y económicos más destacados y su evolución en
los países de América Latina.

En esta edición, que analiza datos de 2019 respecto a la evolución de la pobreza, la desigualdad de
ingresos, el gasto social y el fenómeno de la migración; se hace de nuevo hincapié en la igualdad
como centro para el desarrollo sostenible e inclusivo, constituyendo el norte y horizonte estratégico
del desarrollo.

De acuerdo a los datos proporcionados en el informe, durante el año 2018 cerca del 30,1% de la
población regional se encontraba bajo la línea de pobreza, mientras que un 10,7% lo hacía bajo el
umbral de la pobreza extrema. Es decir, de los 185 millones de personas que se encontraban en
situación de pobreza, 66 millones lo hacían en una situación de pobreza extrema.

Uno de los aspectos más significativos expuestos respecto a la desigualdad del ingreso en los
hogares, es la debilidad el cálculo de los ingresos. Por ello, se destaca la necesidad de combinar las
encuestas realizadas con información tributaria para obtener resultados más reales. Así, la
combinación de distintas fuentes de datos, ha permitido reevaluar la magnitud de la desigualdad en
la región observando niveles de desigualdad superiores a los estimados teniendo en cuenta tan solo
las encuestas realizadas.

En lo que al gasto público social se refiere, cabe destacar el descenso con respecto al año 2017 -en el
que alcanzó un 11,5% del PIB- y las áreas en las que se asignaron más recursos coincidieron con las
de periodos anteriores: protección social, educación y salud.

Por último, el estudio dedica un gran capítulo a la migración en el que analiza su relación con la
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pobreza y señala las distintas razones que la motivan: a la búsqueda de mejores oportunidades de
educación, empleo y nivel de vida, se añaden nuevos impulsos migratorios asociados a los desastres
naturales y al cambio climático.

 

1Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Panorama Social de América Latina,
2019 (LC/PUB.2019/22-P/Re v.1), Santiago, 2019.

Programa de Desarrollo Agrícola
de Honduras
 

El pasado mes de octubre se publicó el Decreto PCM-052-2019 por el que se crea el Programa de
Desarrollo Agrícola de Honduras (PDAH).

El Programa tiene por objeto incrementar la productividad y rentabilidad agrícola hondureñas
mediante la inversión en activos productivos y con el establecimiento de una mentalidad
emprendedora; desarrollando conocimientos, capacidades y habilidades como elemento esencial
generador de riqueza y bienestar para los productores.

El Decreto instruye al Programa de Crédito Solidario la creación de productos financieros con tasas de
interés competitivas que favorezcan a los productores campesinos directamente a través del PDAH y
según se dispone en la norma, este Programa beneficiará a un total de 60.000 productores hasta el
año 2025.

Balance Preliminar de las
Economías de América Latina
2019
Un año más, la División de Desarrollo Económico de la Comisión Económica para América Latina y el
Caribe (CEPAL), ha publicado el “Balance Preliminar de las Economías de América Latina y el Caribe
2019”1 presentando información actualizada al 30 de noviembre de 2019.

Según se desprende del informe, América Latina presenta una desaceleración económica
generalizada. En este sentido, 18 de los 20 países de América Latina sufrieron en el último año una
desaceleración en la tasa de crecimiento de su actividad económica, siendo Colombia y Guatemala
las excepciones a esta recesión.
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Por otro lado, la inflación promedio se redujo -permitiendo la implementación de políticas monetarias
más expansivas- y respecto a aspectos laborales cabe destacar el aumento de de la informalidad
laboral y los leves incrementos salariales experimentados en el empleo registrado.

Aunque las proyecciones de crecimiento en ALC para 2020 se sitúan en un 1,3% -porcentaje algo
mayor respecto al 0,1% correspondiente a 2019- todavía será necesario hacer frente a los desafíos
procedentes del contexto internacional en el que sus dos principales socios comerciales; esto es,
Estados Unidos y China, han sufrido también una gran desaceleración económica.

1 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Balance Preliminar de las Economías
de América Latina y el Caribe, 2019 (LC/PUB.2019/25-P), Santiago, 2019

V informe de inclusión financiera
FELABAN
La Federación Latinoamericana de Bancos (FELABAN) ha publicado la quinta edición de su Reporte de
Inclusión Financiera de América Latina en el que se analiza el impacto que las últimas tendencias
tecnológicas han tenido sobre la inclusión financiera.

El informe reconoce el papel protagonista que la tecnología va adquiriendo en la banca de la región y
destaca la aparición de nuevos actores en el mundo empresarial; neobancos y empresas fintech que
han permitido ampliar la oferta de productos de sistemas de pago así como nuevas formas de acceso
al uso de servicios financieros.

Uno de los datos más impactantes que ofrece el Informe es la evolución de las transacciones
realizadas a través de la banca móvil. En este sentido, durante el año 2018 el volumen de
transacciones efectuadas a través de la banca móvil alcanzó un 54%. Una cifra notablemente mayor
respecto a los datos obtenidos hace a penas 7 años, que solo alcanzaban un 1%.

En cuanto a la disponibilidad de los canales digitales por la banca latinoamericana, el 83% de estos
permite la realización de transferencias y pagos de servicios públicos, mientras que el crédito y la
apertura de cuentas de ahorro estarían disponibles en un 50% y en un 53%, respectivamente.

Por último, el documento contempla los principales obstáculos que impiden el avance de la inclusión
financiera en los países de Latinoamérica, siendo la falta de educación financiera, los elevados niveles
de pobreza y la existencia de una alta tasa de informalidad económica las principales dificultades a
las que la inclusión financiera debe enfrentarse.

 

Para consultar el documento pincha aquí.
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Apoyo a pequeñas y medianas
empresas
El pasado mes de enero el Senado chileno aprobó el Proyecto de ley que contempla diversas medidas
tributarias y financieras destinadas a apoyar a las micro, pequeñas y medianas empresas.1

El documento establece medidas para otorgar mayor liquidez a pequeños empresarios ofreciendo
más alternativas de financiación por un lado, y facilitar e incentivar las donaciones, por otro. En
concreto, las medidas adoptadas son:

Mayor liquidez
Aquellas Mipymes que hayan reducido  sus ventas en los meses de octubre o noviembre de 2019 y
que tengan una facturación de hasta 100 mil UF2 , podrán postergar el pago del IVA correspondiente
al último trimestre del año hasta febrero de 2020.Adicionalmente podrán solicitar una devolución
anticipada del impuesto a la renta relativa al año 2020.

Acceso a financiamiento
Se amplía el universo de empresas que pueden acceder al Fondo de Garantía para Pequeños
Empresarios (FOGAPE). De esta manera, además de los pequeños empresarios, también los medianos
podrán acceder a este fondo de financiación al aumentar el nivel de facturación máximo desde los 25
mil UF hasta las 100 mil UF.

Donaciones
Se aprueba el texto de la Ley de Donaciones para las micro, pequeñas y medianas empresas que
establece un régimen especial de donaciones -con una duración de 12 meses- para apoyarlas en
momentos de especial dificultad y permite a aquellas que estén registradas en el Catastro Público,
recibir donaciones con un máximo de 300 UTM3. Las donaciones podrán realizarse en dinero, en
especie o mediante prestación de servicios, estarán exentas de todo impuesto y los donantes podrán
deducirse el importe correspondiente a efectos del Impuesto a la Renta.

1. De acuerdo con el Art. 2 de la ley N° 20.416 que fija normas especiales para las empresas de
menor tamaño, son microempresas aquellas cuyos ingresos anuales por ventas y servicios y no hayan
superado las 2.400 unidades de fomento en el último año. Por su parte, considera pequeñas
empresas a aquellas cuyas cifras se sitúen entre 2.400 y 25.000. Finalmente, considera medianas
empresas a las empresas cuyos ingresos anuales por ventas o servicios se encuentren entre 25.000 y
100.000 unidades de fomento

2. Unidad de Fomento. Equivalente a $ 28.309,94 a 31 diciembre de 2019

3. Unidad Tributaria Mensual. Equivalente a $ 49.623

Nuevas propuestas para
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favorecer la igualdad en el
ámbito laboral
Con el objetivo de promover la igualdad en el ámbito laboral, en diciembre de 2019 el gobierno
argentino publicó dos proyectos de ley, cuyos aspectos fundamentales destacamos a continuación:

Paridad salarial

El primero de los proyectos tiene como objetivo “fortalecer la incorporación de mujeres y personas
transexuales al mercado de trabajo para aumentar su autonomía económica y, a su vez, mejorar la
calidad institucional de las organizaciones”.

En su articulado recoge que toda mujer o persona trans que sufra discriminación salarial o violencia
laboral de cualquier tipo tendrá derecho a exigir el cese inmediato de la misma y podrá denunciar su
contrato de trabajo, percibiendo la indemnización correspondiente. Además, tendrá derecho a la
equiparación salarial debida y a las diferencias salariales dejadas de percibir.

El proyecto propone la modificación de varios artículos de la Ley de Contrato de Trabajo para
contemplar:

La igualdad de trato: los empleadores deberán tratar del mismo modo a todos los trabajadores en
idénticas situaciones, asegurando que todas las condiciones de trabajo son las mismas y un igual
salario por un mismo trabajo.
La prohibición de trato discriminatorio: no podrá definirse por las convenciones colectivas de trabajo,
o reglamentaciones autorizadas, ningún tipo de discriminación en el empleo fundada en el género o
estado civil de la trabajadora o persona trans.

Además, incluye que todo trato diferenciado en materia salarial se presume injustificado hasta que el
empleador demuestre factores objetivos de diferenciación.

Paridad en los órganos de dirección
Por otra parte, el proyecto establece que los órganos de administración, representación, fiscalización
interna y control de las sociedades comerciales, locales o extranjeras, así como las sociedades
estatales y entes públicos con objeto comercial, deberán estar integrados, como mínimo, por un 50%
por mujeres.

Estas sociedades tendrán un plazo máximo de 8 años para adecuarse al cupo fijado, correspondiendo
al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, en conjunto con la Secretaría por la Igualdad de
Género en el Trabajo Argentino, la realización de inspecciones, controles y sanciones pertinentes,
para hacer cumplir el mismo.

Iguales derechos a diferentes configuraciones familiares
El segundo proyecto propone modificar el artículo 158 de la ley de Régimen de Contrato de Trabajo,
para otorgar derechos iguales a las diferentes formas familiares sin distinción de género, orientación
sexual ni filiación. 

Así, ante la ausencia de una regulación específica sobre licencias por adopción, equipara los derechos
otorgados a los padres adoptivos y los padres biológicos en relación a las licencias especiales
contempladas en la ley.
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América Latina apuesta por la igualdad
Con estos proyectos Argentina se suma a la lista de países de América Latina que recientemente han
publicado nuevas iniciativas legislativas en favor de la igualdad, como Colombia, Perú o Paraguay.

Nuevas propuestas para
favorecer la igualdad en el
ámbito laboral
Con el objetivo de promover la igualdad en el ámbito laboral, en diciembre de 2019 el gobierno
argentino publicó dos proyectos de ley, cuyos aspectos fundamentales destacamos a continuación:

Paridad salarial

El primero de los proyectos tiene como objetivo “fortalecer la incorporación de mujeres y personas
transexuales al mercado de trabajo para aumentar su autonomía económica y, a su vez, mejorar la
calidad institucional de las organizaciones”.

En su articulado recoge que toda mujer o persona trans que sufra discriminación salarial o violencia
laboral de cualquier tipo tendrá derecho a exigir el cese inmediato de la misma y podrá denunciar su
contrato de trabajo, percibiendo la indemnización correspondiente. Además, tendrá derecho a la
equiparación salarial debida y a las diferencias salariales dejadas de percibir.

El proyecto propone la modificación de varios artículos de la Ley de Contrato de Trabajo para
contemplar:

La igualdad de trato: los empleadores deberán tratar del mismo modo a todos los trabajadores en
idénticas situaciones, asegurando que todas las condiciones de trabajo son las mismas y un igual
salario por un mismo trabajo.
La prohibición de trato discriminatorio: no podrá definirse por las convenciones colectivas de trabajo,
o reglamentaciones autorizadas, ningún tipo de discriminación en el empleo fundada en el género o
estado civil de la trabajadora o persona trans.

Además, incluye que todo trato diferenciado en materia salarial se presume injustificado hasta que el
empleador demuestre factores objetivos de diferenciación.

Paridad en los órganos de dirección
Por otra parte, el proyecto establece que los órganos de administración, representación, fiscalización
interna y control de las sociedades comerciales, locales o extranjeras, así como las sociedades
estatales y entes públicos con objeto comercial, deberán estar integrados, como mínimo, por un 50%
por mujeres.

Estas sociedades tendrán un plazo máximo de 8 años para adecuarse al cupo fijado, correspondiendo
al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, en conjunto con la Secretaría por la Igualdad de
Género en el Trabajo Argentino, la realización de inspecciones, controles y sanciones pertinentes,
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para hacer cumplir el mismo.

Iguales derechos a diferentes configuraciones familiares
El segundo proyecto propone modificar el artículo 158 de la ley de Régimen de Contrato de Trabajo,
para otorgar derechos iguales a las diferentes formas familiares sin distinción de género, orientación
sexual ni filiación. 

Así, ante la ausencia de una regulación específica sobre licencias por adopción, equipara los derechos
otorgados a los padres adoptivos y los padres biológicos en relación a las licencias especiales
contempladas en la ley.

América Latina apuesta por la igualdad
Con estos proyectos Argentina se suma a la lista de países de América Latina que recientemente han
publicado nuevas iniciativas legislativas en favor de la igualdad, como Colombia, Perú o Paraguay.

Portabilidad financiera
 

El pasado mes de noviembre el Senado chileno aprobó el proyecto de ley sobre Portabilidad
Financiera que tiene por objeto facilitar la contratación de productos o servicios financieros con un
nuevo proveedor finalizando a la vez la contratación con el proveedor anterior.

La norma, que entrará en vigor a los 120 días de su publicación en el Diario Oficial, establece
condiciones de acceso a financiamiento más favorables, beneficiando así a hogares y pequeñas
empresas. Entre los aspectos que regula, destacan:

Proveedor
Se entiende por proveedor toda compañía de seguros, agente administrador de mutuos hipotecarios,
caja de compensación de asignación familiar, cooperativa de ahorro y crédito, institución que coloque
fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva o toda otra entidad
fiscalizada por la Comisión para el Mercado Financiero.

Portabilidad
Es el proceso por el cual un cliente contrata un producto o servicio financiero con un nuevo proveedor
finalizando a la vez la contratación de otro producto o servicio con otro proveedor. A estos efectos, la
norma distingue entre:

Portabilidad sin subrogación: contratación de productos o servicios financieros con un nuevo  
proveedor, obteniendo el término de productos o servicios financieros que el cliente mantenga
vigentes con el proveedor inicial, extinguiendo en consecuencia todas las garantías que caucionaban
dichos productos o servicios.
Portabilidad con subrogación: proceso por el cual el cliente contrata un nuevo crédito con un nuevo
proveedor con el objeto principal de pagar un crédito que el cliente mantiene con un proveedor

https://www.hcdn.gob.ar/proyectos/textoCompleto.jsp?exp=5400-D-2019&tipo=LEY
https://www.hcdn.gob.ar/proyectos/textoCompleto.jsp?exp=5400-D-2019&tipo=LEY
http://fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/incorporacion-medidas-la-igualdad-salarial-hombres-mujeres/
http://fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/politica-nacional-igualdad-genero/
http://fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/plan-nacional-igualdad/
https://www.fundacionmicrofinanzasbbva.org/revistaprogreso/portabilidad-financiera/


inicial, produciéndose con ello una subrogación real de crédito.

Protección de datos personales
La norma exige tratar los datos personales conforme a lo previsto en la Ley N° 19.628, sobre
Protección de la Vida Privada. En concreto, la norma establece que los datos personales tratados en
virtud de una solicitud de portabilidad ya cumplieron con su finalidad y por ello, deberán ser
cancelados, una vez concluido el respectivo proceso de portabilidad.

Otros aspectos relevantes
La norma regula además, el proceso de solicitud de portabilidad y su vigencia,  la oferta realizada por
el proveedor y aceptación de la misma por el cliente; modifica alguno de los preceptos de la ley
19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores y prevé la aprobación de un reglamento
para su desarrollo.

Divulgación de información
relativa a la sostenibilidad
Con fecha 9 de diciembre de 2019, se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea el Reglamento
del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre la divulgación de información relativa a la sostenibilidad
en el sector de los servicios financieros, Reglamento (UE) 2019/2088 de 27 de noviembre de 2019.

La norma es consecuencia del compromiso asumido por la Unión Europea de aplicar la Agenda 2030,
cuyo núcleo lo constituyen los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Normas armonizadas sobre transparencia
El objetivo del Reglamento es establecer las normas de transparencia que deberán aplicar los
participantes los participantes en los mercados financieros y los asesores financieros para  integrar en
sus procesos (incluidos los de diligencia debida) y evaluar de manera continua, no solo los riesgos
financieros sino también todos los riesgos de sostenibilidad que pudieran tener un efecto material
negativo en la rentabilidad financiera de la inversión, o asesorar al respecto. Entendiendo los mismos
como “todo acontecimiento o estado medioambiental, social o de gobernanza que, de ocurrir, pudiera
surtir un efecto material negativo real o posible sobre el valor de la inversión”.

Por lo tanto, los sujetos obligados deberán especificar en sus políticas el modo en que integran dichos
riesgos y ponerlas a disposición del público.

La norma incluye además, dos definiciones nuevas y específicas del ámbito de las finanzas
sostenibles: inversiones sostenibles y factores de sostenibilidad.

Autoridades Europeas de Supervisión
Para alcanzar los objetivos de transparencia que deberán aplicar los participantes en los mercados
financieros y los asesores financieros en relación con la integración, se prevé la colaboración activa
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de las tres Autoridades Europeas de Supervisión (AES): la Autoridad Bancaria Europea (ABE), la
Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación (AESPJ) y la Autoridad Europea de Valores y
Mercados (AEVM).

Se prevé que las AES, a través de un comité mixto, se encarguen de la elaboración de proyectos de
normas técnicas que establezcan con mayor detalle el contenido, las metodologías y la presentación
de información en relación con los indicadores de sostenibilidad en materia de clima y otras
incidencias adversas relativas al medio ambiente, asuntos sociales y laborales, respeto de los
derechos humanos, y la lucha contra la corrupción y contra el soborno.

Este comité determinará cómo debe ser la presentación y el contenido de la información que debe
figurar en los documentos precontractuales, los informes anuales y los sitios web de los participantes
en los mercados financieros, con respecto a la promoción de las características ambientales o
sociales y los objetivos de inversión sostenible.

Además, cada Estado miembro velará por que las autoridades competentes designadas de
conformidad con la legislación sectorial supervisen el cumplimiento por parte de los participantes en
los mercados financieros y los asesores financieros de los requisitos de transparencia.

Vigencia
El Reglamento 2019/2088, será de aplicación, con carácter general, a partir del 10 de marzo de 2021,
existiendo disposiciones que resultaron aplicables desde el 29 de diciembre de 2019 y otras
disposiciones que se aplicarán a partir del 1 de enero de 2022.


